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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación que presentó la apoderada de la accionante, señora ANA JOSEFA GRISALES GRISALES, contra la sentencia de tutela proferida por la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira, el día veintiséis (26) de abril de dos mil seis (2006), dentro de la acción donde aparece como accionada la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad.

2.- DEMANDA

Señaló la togada, que la señora ANA JOSEFA GRISALES GRISALES es Tecnóloga en Contabilidad y Contadora Pública egresada de la Universidad Cooperativa de Colombia, adelantó especialización en Gerencia de la Calidad y Auditoría en Salud, posee un diplomado en Gerencia Financiera, es auxiliar de enfermería y además, participó en la capacitación brindada por una Ingeniera de Soporte, dentro del programa de mejoramiento de los servicios de salud de Hospital Universitario San Jorge, donde ha desempeñado diferentes cargos. 

Con base en el tiempo prestado al servicio de la E. S. E. Universitario San Jorge, los estudios realizados, los derechos de carrera administrativa y su desconocimiento por parte de la entidad accionada en relación con su poderdante, ésta se ha visto precisada a solicitar en múltiples ocasiones su ubicación en cargos de Profesional Especializado o Universitario en diversas áreas, o en su defecto, su nombramiento en provisionalidad en los cargos que han quedado vacantes a lo largo de su carrera en la entidad, ya 
que presta sus servicios desde el primero (1º) de julio de mil novecientos setenta y seis (1976) como Auxiliar de Enfermería.

Las solicitudes efectuadas no han sido acogidas favorablemente por el Hospital con el argumento de no cumplirse a cabalidad los requisitos exigidos o la no vacancia de los cargos solicitados. Frente a ello, la accionante considera que a través de su vida laboral y su formación académica ha adquirido la suficiente experiencia para desempeñarse de manera adecuada en los cargos para los cuales ha solicitado ser asignada.

Acota la demandante que según la normatividad vigente (Ley 909 de 2004), el Hospital deberá tener prioridad con la señora GRISALES GRISALES para proveer cargos, en concreto el de Profesional Universitario, Área de Estadística, el cual se encontraba vacante por la renuncia de su titular, ya que de conformidad con el contenido de un oficio procedente de la Comisión Nacional del Servicio Civil: “el nombramiento provisional sólo procede en el evento de que en la planta de personal no existan empleados de carrera administrativa que cumplan con las condiciones para ser encargado –sic-, por cuanto a la luz de la Ley 909 de 2004, los nombramientos provisionales sólo proceden cuando en la planta de personal no exista empleado de carrera administrativa que cumpla con las condiciones para ser encargado…”. 

Se refiere también a una de las últimas respuestas suministradas para negar el cargo pedido, cuyo argumento según el cual se podría agravar la sintomatología de la empleada, ataca en el sentido que la carga laboral real ejercida por su mandante en los últimos años, no ha impedido que responda de manera eficiente frente a las innumerables responsabilidades administrativas propias de cargos de dirección que se le han asignado. Además, el stress que reporta la historia clínica al cual también se hizo mención, no se ha generado pese al cúmulo de responsabilidades ejercidas sino por el hecho de que no le reconozcan su verdadero perfil profesional y experiencia, así como una remuneración justa por su trabajo.

Acude al contenido de la sentencia T-1162 de 2005, para que se le aplique por analogía lo allí plasmado, ya que en su criterio, se está poniendo a su mandante en condiciones de desigualdad de trato frente a la generalidad de funcionarios. De igual manera, cita apartes jurisprudenciales en sustento de sus argumentos.

Refiere que a pesar de poderse acudir a vías ordinarias para acceder a las peticiones de la acción, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, que se configuraba si la señora no era nombrada en el cargo que se encontraba vacante. Finalmente, solicita el amparo de los derechos a la igualdad, al trabajo y a la dignidad, mediante la orden a la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge para que ubique a la señora GRISALES GRISALES en un cargo de profesional universitario, en un área acorde con su nivel profesional, que se encuentre vacante y para el cual no exista lista vigente de elegibles, hasta tanto sea proveído por el sistema de méritos previo concurso de carrera administrativa. 
3.- Contestación

La entidad accionada hizo uso de su derecho de contradicción y su apoderada señaló: 1) La entidad ha respondido todas las peticiones hechas por la accionante. 2) Se debía tener en cuenta que la E.S E. Hospital Universitario San Jorge venía trabajando con una planta provisional por cuanto se estaban haciendo los ajustes pertinentes para salir de la crisis institucional en que se encontraba, al igual que el resto de hospitales públicos. 3) No se había vulnerado ningún derecho dado que laboraba en estabilidad en su puesto de trabajo cumpliendo las recomendaciones del Departamento de Salud Ocupacional, pero en caso de presentarse afectación alguna tenía la oportunidad de dirigirse a la jurisdicción correspondiente y no pretender el amparo de manera forzada, ya que no se estaba frente a un detrimento irreparable ni carecía de otro medio de defensa. En otras palabras, no se cumplían los presupuestos de la acción. 4) La accionante no había satisfecho los requisitos de ley, como era el inscribirse ante la Comisión Nacional del Servicio Civil, no poseía calificaciones de excelente en los períodos anteriores, le figuran antecedentes de sanciones disciplinarias en su hoja de vida; aunque está capacitada en labores determinadas, no cumple con el perfil de ocupación pretendido. 5) La Comisión Nacional del Servicio Civil había convocado a concurso, dentro del cual la accionante tendría la oportunidad de demostrar que las capacidades que tanto pregona, son reales y le permitirán acceder al ascenso que reclama. 
Como es apenas natural, solicitó la denegación del amparo deprecado.

4.- FALLO

La señora Juez de primer grado, en su fallo, tuvo en cuenta los hechos descritos en la demanda y la respuesta suministrada por la entidad accionada. Al decidir, acotó inicialmente, que la tutela era un mecanismo caracterizado por ser preferente, sumario y subsidiario, en vista de que estaba limitado por las causales de improcedencia, en especial la relacionada con la existencia de otros mecanismos de defensa judicial, a no ser que se interpusiera como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Era por tanto, un remedio excepcional que no podía entorpecer los trámites ordinarios disponibles.
Con ese panorama en mente, coligió que la pretensión de ser ubicada en un cargo, al igual que estar vinculada a cierta institución o ejercer la actividad laboral en un sitio específico, no eran derechos fundamentales, sino prerrogativas que se desprendían del derecho al trabajo, que en principio, no eran susceptibles de ser amparadas por medio de la tutela, aunque ello sería posible en caso de demostrarse que la vulneración de un derecho sin raigambre fundamental afectaba a otro que si la tuviera. Por demás, la peticionaria no estaba frente a un perjuicio irremediable en vista de tener la oportunidad de participar en el concurso de méritos para proveer de manera definitiva cargos, de la misma manera que la tenían quienes estuvieran interesados en eso cargos. Así, la señora ANA JOSEFA estaba prestando sus servicios a la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge, lo que le generaba ingresos económicos, no tenía inconvenientes que pudieran suponer una merma en sus condiciones elementales de vida, la entidad había respetado los requerimientos del Departamento de Salud Ocupacional, sin que pudiera decirse que se estaba afectando su estabilidad laboral.
Mencionó también la señora falladora, que el estatus de carrera confería ciertos derechos, entre ellos la estabilidad, pero no obligaba a la Administración a ascender a todos sus servidores, en el entendido que era preciso demostrar los méritos y la eficacia para el efecto. 

En otro orden de ideas, concluyó que existían otros medios de defensa judicial, a los cuales se podría acudir para ventilar sus inquietudes, porque el Juez de tutela no debía suplantar al ordinario para tomar determinaciones que son de su exclusivo resorte, de procederse de esa manera, se estaría constituyendo una especie de jurisdicción paralela que atentaría contra los principios de independencia y autonomía que rigen la función judicial. 

Con fundamento en tales elucubraciones, negó la tutela de los derechos señalados como vulnerados.

5.- IMPUGNACIÓN

Frente a los argumentos del juzgado para no conceder el amparo, la togada que vela por los intereses de la accionante, manifestó que en lo que hacía con el perjuicio irremediable solamente se había centrado el análisis en el aspecto objetivo y se había dejado de lado la valoración del perjuicio en los niveles sicológico y emocional, por el hecho de no reconocérsele la situación de hecho de índole laboral generada por las múltiples funciones que le habían sido delegadas por la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge. Con ello, se violaba el principio “A TRABAJO IGUAL, SALARIO IGUAL”, lo que configuraba una flagrante violación de sus derechos fundamentales al trabajo, a la dignidad y al debido proceso, en la amplia acepción otorgada por la Corte.
Alude de nuevo a la jurisprudencia aportada, relacionada con casos de carrera administrativa, para solicitar que tales precedentes se apliquen a título analógico, tal como se expuso en la demanda inicial, en particular la sentencia T-1161, cuando se ampararon los derechos de una odontóloga que percibía otros ingresos por el ejercicio particular de su profesión.

Solicita entonces la revocación del fallo impugnado, para que se protejan las garantías de una persona que estaba siendo ultrajada y vulnerada en sus derechos de carrera administrativa, no sin antes preguntarse por la razón para negar la protección que este mismo Tribunal, otros juzgados o la misma Corte han concedido.

6.- SE CONSIDERA
De conformidad con la reglamentación pertinente, artículos 86 y 115 constitucionales y decretos 2591 de 1991 y 1382 de 2000, la Sala es competente para desatar la impugnación hecha del fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira, en su rol de juez constitucional.

Se dirá de una vez, que el asunto puesto a consideración de esta Corporación, a través de la impugnación interpuesta, tiene connotaciones de conflicto laboral, pero de ninguna manera de vulneración de derechos fundamentales susceptibles de ser amparados por la acción de tutela, tal como a continuación se explica:
Mirada con detenimiento la situación de la señora ANA JOSEFA GRISALES GRISALES, se tiene que su accionar está dirigido a que se ordene la provisión de un cargo para el cual considera que tiene las aptitudes y calidades suficientes para su desempeño. Infortunadamente una pretensión tal no puede menos que ser rechazada por el Juez constitucional, dado que proceder en el sentido solicitado, equivaldría a interferir dentro de las funciones propias que competen a las autoridades que regentan las diferentes instituciones públicas de nuestro país, violando de paso la autonomía de que han sido dotadas para un cabal cumplimiento de los propósitos y fines para los que han sido creadas. En ese entendido, la dirección del centro asistencial está facultada de cierta discrecionalidad para realizar nombramientos en provisionalidad, en relación con los cargos que queden temporal o definitivamente vacantes, a menos que exista lista de elegibles conformada por personas que hayan superado el respectivo concurso de méritos para su provisión, situación dentro de la cual, es innegable, la actora no se encuentra por el momento. No obstante, nada le impide que se someta al respectivo concurso que actualmente se adelanta para proveer gran cantidad de cargos públicos, entre ellos, aquellos a los que aspira.
Parte central de la argumentación aportada por la apoderada de la accionante, tanto al sustentar la impugnación como en la demanda, tiene que ver con la pretendida situación de abuso a la que ha sido sometida su poderdante por parte de las directivas de la E. S. E. Hospital Universitario San Jorge, por cuanto se le han asignado unas funciones que no están adecuadamente retribuidas, razón por la cual se acude a la acción de tutela para que haga cesar tal vulneración. Como se ve, tal pretensión tiene indelebles tintes de conflicto laboral, que debe ser ventilado en la jurisdicción ordinaria, pero de ninguna manera en este trámite excepcional caracterizado por ser subsidiario y sumario.
Por demás, si se mira con especial atención el contenido de las decisiones jurisprudenciales cuyas conclusiones pretenden ser tenidas como referente obligado para la solución del presente evento, surge con meridiana claridad que la ratio decidendi  incorporada en tales providencias, consistió en determinar que las personas que desempeñaban cargos públicos de carrera administrativa, a partir de un nombramiento en provisionalidad, no podían ser consideradas por ese solo hecho como EMPLEADOS DE LIBRE NOMBRAMIENTO Y REMOCION y por consiguiente, solamente podían ser desvinculadas de conformidad con la reglamentación de carrera. Fue así como una vez establecida la calidad de tales nombramientos, la Corte consideró que se presentaba un fuero de estabilidad laboral relativo que era necesario hacer respetar. En tales eventos, las situaciones analizadas correspondían a trabajadores que habían sido despedidos, con desconocimiento de las normas de carrera administrativa que los protegían. Desde esa óptica, debe mencionarse que un criterio tal ha sido abiertamente acogido por parte de esta Sala, por ejemplo al resolver los casos de trabajadores del Hospital Universitario San Jorge cuyos cargos fueron suprimidos a raíz de la reciente reestructuración administrativa que allí operó.
Infortunadamente, para los intereses de la demandante, los hechos puestos de presente en el caso a estudio, distan mucho de los analizados en aquellas ocasiones y por consiguiente no es factible conceder el amparo pedido, toda vez que la actora, actualmente está laborando en la E.S.E. Hospital Universitario San Jorge y de conformidad con lo que refleja el expediente, se le han respetado las condiciones laborales existentes en la legislación pertinente.
Con todo, es evidente el gran interés puesto de presente por la tutelante al acceder a una mejor y diversificada formación profesional. Sin embargo, tal esfuerzo no puede ser oponible de manea válida a la administración del Hospital, para forzar un ascenso en los términos pretendidos por vía de la acción de tutela.
Sirvan los anteriores planteamientos para concluir que en verdad, no observa la Sala  la vulneración de ningún derecho fundamental y en consecuencia, se impone la confirmación del fallo de tutela de primera instancia que declaró improcedente la acción.
7.-DECISION

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y de la Ley,  

Falla:
PRIMERO: SE CONFIRMA
el fallo de tutela que profirió la señora Juez Primera Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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